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SALA SEGUNDA Nim. de Registro: 1929/89
ASUNTO: Recurso de amparo promo-
Seccidn Cuarta vido por la FEDERACION SINDICAL DE
LA ADMINISTRACION PUBLICA DE

) ) CONTRA: Auto de la Sala 52 del
Don Miguel Rodriguez-Pifiero  Tribunal Supremo, de 14 de febrero
de 1989, por el que se declara la

inadmisién de recurso contencioso-
Don Antonio Truyol Serra administrativo.

y Bravo Ferrer

Don Alvaro Rodriguez Bereijo

La Seccidén ha examinado el recurso de amparo interpuesto por
la FEDERACION SINDICAL DE LA ADMINISTRACION PUBLICA DE
COMISIONES OBRERAS.

I.~- ANTECEDENTES

Primero.- El1 dia 4 de octubre de 1989 tuvo entrada en el
Registro General de este Tribunal un escrito, presentado ante el
Juzgado de Guardia el dia 2 anterior, por virtud del cual 1la
Procuradora de los Tribunales dofia Maria Luz Albdcar Medina,
actuando en nombre y representacién de la FEDERACION SINDICAL DE
LA ADMINISTRACION PUBLICA DE COMISIONES OBRERAS (FSAP-CC.00.),
interpuso recurso de amparo contra el auto de la antigua Sala 52
del Tribunal Supremo, de 14 de febrero de 1989, por el dque,
estimdndose la impugnacién promovida por el Abogado del Estado,
se deja sin efecto la acordada admisién a tramite del recurso
contencioso-administrativo n® 314/88 deducido por la Federacién
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Sindical recurrente al amparo de la Ley 62/1978, por estimar que
la misma carece de legitimacién para interponer el recurso. La
indicada resolucién judicial fue confirmada en suplica por auto
de la Seccidén 22 de la Sala 3@ del Alto Tribunal de 12 de julio
de 1989.

Sequndo.- La demanda de amparo se fundamenta, en sintesis,

en los siguientes antecedentes facticos:

a) Por acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 5 de
mayo de 1987 fue modificado el Reglamento de Organizacidén y
Personal del Tribunal Constitucional. En virtud de tal
modificacién, su art. 52 pasé a atribuir a la fase de concurso
del procedimiento de seleccién de los Letrados al servicio del
mismo el 60 por 100 de la puntuacién méxima del concurso-
oposicién, dejando para la fase de oposicién el 40 por 100
restante.

b) Transcurrido poco mads de un mes el Presidente del
Tribunal Constitucional resolvié convocar concurso-oposicidén
para la provisién de tres plazas de Letrados al servicio de
dicho Tribunal. Hecha publica la relacién de aspirantes
admitidos y excluidos provisionalmente, fueron dictadas dos
resoluciones, ambas de 9 de octubre de 1987, por las dque fue
elevada a definitiva 1la relacién de aspirantes admitidos y
ampliado a cuatro el numero de plazas convocadas, abriéndose
nuevo plazo para la presentacién de solicitudes.

c) Por otra resolucién del Presidente del Tribunal de 9 de
febrero de 1987 fue hecha publica la composicién del Tribunal
calificador.

d) Efectuadas las pruebas para la apreciacién del conoci-
miento de los idiomas alegados, se hizo publica la puntuacidén
obtenida por 1los aspirantes que habian superado la fase de
concurso mediante resolucién de 25 de marzo de 1988. Contra esta
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resolucién la Federacidén Sindical recurrente interpuso recurso
de alzada alegando falta de motivacidén, indefensién en las vias
administrativas y Jjudicial y posible disconformidad con el
derecho a la igualdad en el acceso a las funciones y cargos
publicos con arreglo a los principios de mérito y capacidad
(art. 23 y 103.3 de la CE). El1 recurso fue rechazado por
extemporaneidad y falta de 1legitimacién de 1la Federacidén
impugnante mediante resolucién de 21 de junio de 1988. Contra
esta resolucidén, y por presunta vulneracién de los arts. 24.1 y
28.1 de 1la Constitucidén, se interpuso recurso contencioso-
administrativo ante la Sala 52 del Tribunal Supremo, al amparo
de la Ley 62/1978.

e) Admitido a tramite dicho recurso contencioso-
administrativo y registrado con el n¢ 314/88, por providencia de
la mencionada sala del Tribunal Supremo de 23 de septiembre de
1988, se interpuso recurso de siplica por el Abogado del Estado,
fundado en presunta falta de 1legitimacién de la Federacidn
Sindical recurrente y en extemporaneidad. La Sala acorddé estimar
la impugnacién promovida por el Abogado del Estado mediante auto
de 14 de febrero de 1989. Interpuesto recurso de suplica contra
este auto, fue desestimado por otro de la Seccidén 22 de 1la
actual Sala 32 del Tribunal Supremo, de 12 de julio de 1989.

f) En tanto, la Federacién Sindical demandante de amparo
habia, a su vez, interpuesto recurso de alzada contra la resolu-
cién del Tribunal calificador del concurso-oposicién de 22 de
junio de 1988, por la que se hizo publica la lista de aspirantes
aprobados, reiterando los argumentos gque expuso con ocasién del
recurso deducido contra la resolucién de 25 de marzo de 1988.
Este recurso fue desestimado por resolucidén del Presidente del
Tribunal de 27 de julio de 1988, con fundamento en la falta de
legitimacién de 1la Federacidén Sindical tantas veces citada.
Contra esta resolucidén se interpuso recurso contencioso-
administrativo al amparo de la Ley 62/1978 ante la Sala 5: del
Tribunal Supremo, el cual fue registrado con el n® 400/88 y

admitido a trémite por medio de providencia de 14 de noviembre
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de 1988. El1 Abogado del Estado recurridé en suplica esta
providencia, también con fundamento en la falta de legitimacidn
de la Federacién Sindical impugnante, el cual fue desestimado
por auto de la Sala 52 del Tribunal Supremo de 14 de febrero de
1988.

Tercero.~- Segin la Federacién Sindical recurrente, 1la
resolucién judicial que combate ha infringido los arts. 14, 24.1
Y, por conexidén con los dos anteriores, 28.1 de la Constitucidn.

a) La recurrente inicia sus argumentaciones poniendo de
manifiesto la necesidad de deslindar la cuestidén relativa a si
estd o no legitimada para impugnar las resoluciones del Tribunal
calificador del concurso oposicidén, lo que le ha sido negado por
el Presidente del Tribunal Constitucional actuando en funciones
administrativas, de la relativa a si estd o no legitimada para
interponer recurso contencioso-administrativo al amparo de 1la
Ley 62/1978 contra la resolucién del Presidente del Tribunal
Constitucional gque 1le negé 1legitimacién para impugnar las
decisiones del Tribunal calificador. Ambas cuestiones, se dice
en la demanda de amparo, no deben ser objeto de este recurso de
amparo, pues previamente deben ser decididas por los Tribunales
ordinarios. Su enunciacién y deslinde sélo se efectia en la
demanda de amparo para poner de manifiesto que las dos han sido
indebida, arbitraria e irrazonablemente resueltas en las
decisiones judiciales impugnadas en este recurso de amparo.

b) En primer lugar se afirma que las resoluciones judiciales
impugnadas han infringido el principio de igualdad "ante" la Ley
consagrado en el art. 14 de 1la Constitucién ya dque su
fundamentacién juridica y sentido son radicalmente opuestos a
los del auto de la misma fecha de la propia Sala 52 del Tribunal
Supremo, dictado en el recurso 400/88, siendo asi que este
recurso y aquel en el que se dictaron aquellas resoluciones han
sido interpuestos por la misma Federacidén Sindical, por andlogas

razones y frente a andlogas resoluciones administrativas; con
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ello se estd operando una desigual, incluso diametralmente
opuesta, aplicacién de 1la misma legalidad en supuestos
sustancialmente idénticos, y ello en dos resoluciones dictadas
por el mismo érgano Jjudicial en igual fecha, sin que la
diferencia de criterio aparezca, por lo demds, razonada, hi
implicita ni explicitamente. La diferente composicidén personal
de la Sala en ambos casos no sirve para justificar nada, pues
como se dijo en el ATC 862/1986, "el érgano judicial es siempre
el mismo aungue cambie su titularidad o, en el caso de d6rganos

colegiados, su composicidén personal®.

c) También se afirma en la demanda de amparo dque las
resoluciones judiciales impugnadas, al inadmitir el recurso
314/88, han producido a la Federacién recurrente indefensién
con vulneracién del derecho a obtener la tutela judicial
efectiva, consagrado en el art. 24.1 de la Constitucién. Citando
la STC 60/1982, se afirma en la demanda de amparo que en
supuestos como el presente (inadmisién por falta de legitimacién
de un recurso contencioso-administrativo interpuesto al amparo
de la Ley 62/1978) el Tribunal Constitucional no debe contraer
su examen a la mera comprobacién de si hubo una resolucidn
judicial fundada en Derecho, sino que ha de entrar a analizar o
no la concurrencia de falta de legitimacién. Ahora bien, si ello
es evidente, también lo es, segin la recurrente, due la
actividad a desarrollar en este caso por el Tribunal
Constitucional no puede ni debe consistir, en este momento, en
analizar la concurrencia o no de falta de legitimacidén, y ello
por la razén de que es, en su caso, la Sala 32, Seccién 22, del
Tribunal Supremo gquien debe hacerlo en primer lugar, mediante
sentencia al final del proceso y una vez due por su parte se
haya tenido 1la ocasién de formular su demanda en vVia
contencioso-administrativa y de defender en dicha via sus
posiciones e intereses, incluida su legitimacién si fuera puesta
en duda o negada en el proceso, utilizando, en su caso, para
ello, todos los medios de prueba pertinentes para su defensa.

Lo que el Tribunal Constitucional debe decidir en este recurso
de amparo, se concluve, es si la apreciacién por el Jérgano
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judicial ordinario de falta de legitimacidn de su parte ha sido
efectuada con vulneracidén de sus derechos fundamentales, tanto

por el momento procesal en gque ha tenido lugar, como por la

ratuidad, irracionalidad, arbitrariedad desconocimiento de
elementales exigencias del art. 24 de la Constitucidén de gue la
Sala ha hecho uso a tales efectos en la fundamentacidén juridica
de sus autos.

Siendo ello asi, se afiade que es manifiesto y evidente que
el momento en gque se encuentra en cuanto a su tramitacién el
recurso contencioso-administrativo 314/88, no es adecuado para
resolver si la Federacién recurrente se encontraba o no
legitimada para interponerlo, ello ha de resolverse en la
sentencia que ponga fin al proceso y no antes. De no hacerse
asi, se ocasionaria, como en el presente caso, manifiesta
indefensién, pues la cuestién de 1la existencia o no de
legitimacidén es de fondo y no de forma, y si se cumplen todos
los requisitos formales exigibles para la interposicién de un
recurso contencioso-administrativo se tiene derecho a una
resolucién sobre el fondo del asunto, incluyendo en él, en su
caso, la cuestién de la legitimacién, ya que dificilmente se
podréd resolver sobre la legitimacién si ni siquiera se ha dado
ocasién a la parte a formular previamente su pretensidén mediante

la correspondiente demanda.

d) Pero es que ademds, continda argumentandoc la Federacidn
Sindical impugnante, los dos autos recurridos deben ser
calificados como manifiestamente errdéneos y arbitrarios, dada su
motivacién juridica, tanto en lo que se refiere a su pretendida
falta de legitimacién, como en cuanto pretenden justificar el

gue se haya elegido este momento procesal para apreciarla:

1) - La presunta falta de legitimacién se hace descansar,
por ejemplo, en la inexistencia de "interés directo", con lo que
desconoce la amplitud con que ha de interpretarse el requisito
de la legitimacién a la luz del art. 24.1 de la Constitucidn y
la doctrina al respecto de este Tribunal (SSTC 62/1983, 31/1984
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y 24/1987).

- Por otro lado, se viene a razonar por el Tribunal Supremo
gque la Federacién Sindical recurrente no obtendra "beneficios
concretos" del "éxito de la pretensién deducida", cuando la
pretensién deducida en el proceso lo es en defensa de derechos y
libertades fundamentales de la propia Federacién gque entiende
violados por determinadas resoluciones administrativas del
Tribunal Constitucional.

- Se viene a razonar también en los autos recurridos que los
"intereses econdémicos y sociales", cuya defensa y promocidén
atribuye el art. 7 de la Constitucién a los Sindicatos, no
habrian sido afectados por el concurso-oposicién de autos,
cuando se trata de un concurso oposicién para la provisién de
plazas de funcionarios, siendo evidente que la distribucidén del
empleo publico y los sistemas de ingreso, promocidén y provisidén
de funcionarios se encuentran entre los intereses econdmicos y
sociales defendidos y promovidos por el Sindicato recurrente.

- También se dice por el Tribunal Supremo no haberse acre-
ditado que alguno de los opositores estuviera afiliado al
Sindicato, cuando no existe principio ni norma alguna que exija
la acreditacién de tal circunstancia a efectos procedimentales o
procesales. De otro lado, la Federacién Sindical recurrente no
tiene por qué defender 1los intereses de un opositor en
particular para actuar en defensa y representacién de "los
intereses econdémicos y sociales que le son propios".

2) El que 1la presunta falta de legitimacién haya sido
apreciada antes de haber sido formulada incluso la demanda,
pretende Jjustificarse por el Tribunal Supremo en el auto
resolutorio del recurso de suplica, con el establecimiento de
cierto paralelismo entre el recurso de amparo Yy el recurso
contencioso-administrativo regulado en la Ley 62/1978. Ello,
segin la recurrente, es una aberracién Jjuridica, pues ambos
instrumentos procesales no son de la misma naturaleza, no
pudiendo aplicarse analégicamente preceptos de la LOTC (en
cierto modo restrictivos de derechos y relativos a la admisidn

del recurso de amparo) a un recurso contencioso-administrativo.
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Baste sefialar que en el recurso de amparo la interposicién del
recurso y la formalizacidén de la demanda se operan en un mismo
acto, por lo que cuando el Tribunal Constitucional inadmite un
recurso de amparo por manifiesta falta de contenido, lo hace
una vez gue ha sido formulada la demanda. Sin embargo, en el
recurso contencioso-administrativo la interposicién del recurso
y la formulacién de 1la demanda son dos actos separados Yy
distintos. En cualquier caso, una interpretacién arménica del
ordenamiento juridico 1llevaria a una interpretacién de las
normas procesales conforme al art. 24.1 de la Constitucidén y a
la mayor efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva
en él reconocido y no al revés, como se pretende en las

resoluciones judiciales impugnadas.

d) Se concluye la argumentacién juridica de 1la demanda
afirmando que la denegacién errdnea y arbitraria de legitimacidn
para interponer un recurso contencioso-administrativo al amparo
de la Ley 62/1978, en defensa incluso de derechos fundamentales
y libertades publicas de 1la propia recurrente, ha violado
asimismo su libertad sindical (SSTC 371983, 39/1986, 9/1988 Yy
51,/1988).

Cuarto.- Tras acreditar la recurrente la fecha en que le fue
notificado el auto que puso fin a la via judicial, a efectos de
comprobar si la interposicién de este recurso de amparo lo fue
dentro del plazo previsto en el articulo 44.2 de la Ley Organica
del este Tribunal, la Seccidén Cuarta, por providencia del pasado
15 de enero, acordd, de conformidad con el articulo 50.3 de la
citada Ley orgédnica, conceder a la Federacién Sindical
demandante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo comin de
diez dias para que formulasen, con las aportaciones documentales

que tuvieren por procedentes, alegaciones en relacién con 1la

posible carencia manifiesta de contenido constitucional de 1la
demanda (art. 50.1.c de la LOTC).
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Quinto.- Por escrito bresentado el dia 25 de enero, el Fis-
cal ante el Tribunal Constitucional solicits de éste dictase
auto acordando 1a inadmisién del recurso por concurrir 1la causa
de inadmisién indicada en el antecedente anterior. Para
fundamentar tal peticién el Ministerio Fiscal formulé, en
sintesis, 1las siguientes alegaciones:

12) No se ha producido vulneracién del principio de igualdad
bues, de un lado, este Tribunal tiene declarado que las diversas
Secciones de una misma Audiencia tienen 1a consideracién de
Tribunales distintos a la hora de aplicar 1la ley (ATC 233/1985),
lo que es reconducibile al caso de autos en que la composicidén de
la Sala 32 gel Tribunal Supremo se encontraba integrada por
Magistrados distintos en ambos casos, y de otro, no todo cambio
de criterio judicial debe considerarse discriminatorio, sino tan
sélo aquellos en que falte una motivacidn suficiente, carencia
de motivacién de 1a que no adolece el auto recurrido.

b) A juicio gel Ministerio Fiscal tampoco ha resultado
Vulnerado el derecho a obtener la tutela judicial efectiva, pues
la comprobacidén de falta de legitimacién del recurrente en un
Fecurso contencioso-administrativo bPuede efectuarse por auto,
Siempre que entre en el examen del fondo de la legitimacién
Planteada, tal Y como ha hecho el Tribunal Supremo en los autos

Yecurridos, en los que se justifica la falta de legitimacién en
¢inco motivos.

C) Finalmente, el Fiscal ante el Tribunal Constitucional
afirma que tampoco ha resultado desconocido el derecho a la 1i-
bertad sindical, pues en el caso de autos no existe vinculacién
alguna de los opositores con el Sindicato recurrente.

Sexto.- Por escrito pbresentado el pasado 30 de enero, la
Federacién sSindical recurrente reprodujo los argumentos que
eXpuso en su escrito de demanda, reiterando que el objeto del
Presente recurso de amparo no "es dilucidar si 1la Federacién
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recurrente estd o no legitimada para impugnar en via
administrativa 1as resoluciones del Tribunal Calificador del
concurso-oposicién en cuestidén, ni tampoco siquiera si estd 1a
misma legitimada o no para interponer el recurso contencioso-
administrativo 314/88... Si el Tribunal Constitucional entrase
eén este momento a resolver tales cuestiones, prejuzgaria, con
indefensién para esta parte, la cuestién sometida al Tribunal
Supremo en el recurso 400/88, e invadiria indebidamente el

314/88",

ITI.- FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.- Examinadas las alegaciones expuestas por el

Ministerio Fiscal Y la representacién de 1la Federacidén Sindical
Fecurrente en este tramite, hemos de ratificarnos en nuestra
inicial apreciacién, puesta de manifiesto a las partes por medio
e 1la providencia de 15 de enero de 1990, esto es, en la
panifiesta carencia de contenido constitucional de 1a pretensién
articulada en 1la demanda de amparo, lo que hace a ésta
jnadmisible por mor de 1lo dispuesto en el articulo 50.1.c) de 1la
ley Orgdnica de este Tribunal.

Sequndo.- La Federacidén Sindical demandante de amparo ha
delimitado con insistencia el ambito de su impugnacién,
recordando a este Tribunal que ella no suscita ni le es dable a
aguél, a su juicio, examinar en este momento si esti legitimada
Ppra impugnar en via administrativa 1lasg resoluciones del
Tribunal calificador del concurso-oposicién controvertido, ni
tampoco si 10 estd para interponer recurso contencioso-
agministrativo contra el acuerdo que le denegé legitimacién para
interponer impugnacién en via administrativa. Teniendo en cuenta




TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL

<
-
L
=
S

Papel de Oficio

0 B251718

esa voluntaria restriccidn del A&mbito de 1a impugnacién, las
Cuestiones que se suscitan en 1la demanda de amparo pueden
sistematizarse del siguiente modo:

A. Infraccidén del articulo 14 de 1a Constitucién por

vulneracién del principio de igualdad en la aplicacién judicial
de la ley.

B. Infraccién del articulo 24.1 de 1la Constitucién por:

a) Irrazonabilidad Y arbitrariedad de 1los argumentos
utilizados por 1las resoluciones recurridas para negar 1la
legitimacién de 1a Federacién Sindical recurrente.

b) Improcedencia de acordar 1la inadmisién del recurso
contencioso—administrativo en el momento procesal en que se ha

hecho, circunstancia que ha originado a 1a recurrente
indefensidn.

C. Vulneracién de 1a libertad sindical (art. 28.1 de 1la
Constitucidn) Como  consecuencia de las dos anteriores
infracciones constitucionales.

Tercero.- El principio de igualdad en su dimensién de
jgualdad en la aplicacién judicial de 1a ley pretende evitar que
$€ produzcan cambios de criterios jurisprudenciales en las
resoluciones de un mismo érgano jurisdiccional de forma
inmotivada o no razonada, de modo que todo organo judicial
quando decida apartarse de sus propios precedentes ha de hacerlo
Hazonando y motivando sus cambios de criterio, pues de otro modo
la resolucién en que se adopte el cambio jurisprudencial
apareceria como fruto de un mero voluntarismo selectivo frente a
Casos anteriores resueltos de modo idéntico.

Teniendo en cuenta 1o anterior, ha de concluirse que en el
bresente caso no se ha producido la vulneracidn que se denuncia;
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ello por las siguientes razones:

1) La supuesta divergencia en la interpretacién de la ley
en resoluciones de un mismo érgano jurisdiccional solo puede ser
traida ante este Tribunal cuando quien se siente victima de una
aplicacién discriminatoria de la ley puede ofrecer razones que
le autoricen a pensar que la divergencia interpretativa es
simplemente la cobertura formal de una decisién cuyo sentido
diverso al de otras se deba realmente al hecho de que se han
tomado en consideracién circunstancias personales o sociales que
no debieron serlo (STC 144/1988). En el presente supuesto, la
recurrente no ha aportado el mas minimo indicio que permita
sostener que la divergencia entre la resolucién impugnada y la
ofrecida como término de referencia tenga su causa en su
condicién de Federacién Sindical de Comisiones Obreras (art. 14,

en relacién con el 28.1, de la Constitucidn).

22) Para entender producida una vulneracién del principio de
igualdad en la aplicacién judicial de la ley es necesaria la
existencia de un precedente dque se abandona de modo
injustificado y arbitrario, y tal precedente no existe en el
presente supuesto, ya que el auto que se aporta como término de
referencia es simultdneo al que se impugna, pues ambos fueron
adoptados en la misma fecha, por distintos miembros de la misma
Sala. Es necesario, a propésito de la contradiccién entre
resoluciones judiciales, que quienes dictaron aquella a quien se
imputa la contradiccién conozcan el precedente que se aporta
como término de comparacién, conocimiento que en el presente

supuesto no pudo darse.

32) Por lo demis, ambas resoluciones judiciales, 1la
impugnada y la aportada como término de comparacidén, afectan las
dos a la Federacidén Sindical recurrente, y no es correcto hablar

propiamente de discriminacién frente a uno mismo.

4) Finalmente el principio de igualdad en la aplicacién
judicial de la ley, lo que impide es un cambio de criterio
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inmotivado o con motivacién irrazonable o arbitraria, de modo
que la solucidén distinta aparezca como fruto de un voluntarismo
selectivo frente a la resolucidén acordada en otros supuestos
sustancialmente idénticos (STC 63/88). Se conecta por ello con
la falta de motivacidén de la diferencia de trato y su admisidn
supone, en la practica de este Tribunal, la devolucién al érgano
judicial para gue o motive el cambio de criterio, o aplique el
criterio utilizado con caracter general hasta ese momento. Pues
bien de la documentacién aportada por la parte cabe deducir,
especialmente en el Auto de 12 de julio de 1989, fundamento
juridico segundo y tercero, una amplia y fundada argumentacidn
por la que la Seccidén Segunda de la Sala Tercera considera como
mas acertado el diverso criterio seguido respecto a otra Seccidén
de la propia Sala , por tanto se evidencia que no ha existido un
propdésito discriminatorio en 1la aceptacién razonada de un
criterio, en uso de 1las facultades que constitucionalmente
corresponden al o6rgano judicial, sin que a este Tribunal le
corresponda la funcién de unificacién de la doctrina legal .

Ha de rechazarse en consecuencia la alegacién de infraccién
del art. 14 C.E., y en colisién con ella también la de 1la
alegacién de violacién del art. 28.1 C.E., en cuanto que 1la
decisidén pudiera encubrir un tratamiento discriminatorio contra
la recurrente por ser un sindicato o por tratarse del sindicato
Comisiones Obreras, puesto que la amplitud de razones que el
érgano judicial da permite deducir que se trata de un criterio
referente a la interpretacién de la legitimacidén coorporativa
que ni trata de perjudicar genéricamente a los sindicatos, ni
en concreto a una determinada central sindical.

Cuarto.- Afirma la Federacién Sindical demandante de amparo
que no corresponde al Tribunal Constitucional en este tramite
examinar si ostenta la legitimacién que para interponer el
recurso contencioso-administrativo de que éste de amparo dimana
le ha negado el Tribunal Supremo, sino tan sélo, determinar si,
a los efectos del articulo 24.1 de la Constitucidén, los
argumentos utilizados por dicho Alto Tribunal para negarle 1la
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legitimacién aparecen como inmotivados y arbitrarios.

Los argumentos utilizados por el Tribunal Supremo para hegar
legitimacién a 1la Federacidén Sindical demandante de amparo
pueden ser opinables, pero de una lectura de 1los autos
recurridos no cabe la menor duda de que en modo alguno estén
inmotivados ni, mucho menos, que sean inconsistentes vy
arbitrarios.Como sostiene el Ministerio Fiscal en el Auto se da
un examen razonado de la presencia o ausencia de legitimacidén
activa, aprecidndose 1la falta de 1la 1legitimacién de 1la
Federacidén recurrente, por carecer de interés directo , no estar
afectados sus propios intereses, no obtener beneficios del éxito
de la pretensién , no acreditarse que ninguno de los opositores
estuviera afiliado al sindicato, y ser insuficiente al respecto
el mero deseo de legalidad. La recurrente discrepa en la forma
de interpretar la legalidad en relacidén a esa legitimacién, pero
esa discrepancia, como ha dicho la Sentencia del Pleno de 19 de
febrero de 1990 "no es en modo alguno para la concesién del
amparo constitucional, cuando se realiza en forma motivada en
términos de Derecho". La Sala se pronuncia motivadamente al
interpretar la legalidad y desde esta concreta perspectiva no
puede sostenerse que haya resultado vulnerado el derecho a
obtener la tutela judicial efectiva.

Quinto.- Se cuestiona en la demanda el momento procesal en
el que el Tribunal Supremo ha declarado la falta de legitimacidn
de la demandante de amparo, entendiendo que el proceso debia
haber seguido y sdélo en el momento de dictar Sentencia hubiera
sido posible pronunciarse sobre esa falta de legitimacién, como
opind otra Seccidén del Tribunal Supremo.

No corresponde a este Tribunal, sino a 1los Jérganos
judiciales ordinarios, la interpretacién de los requisitos y
formas procesales, salvo que la interpretacién dada por el
érgano judicial suponga en si misma una violacién de un derecho
fundamental, incluido el derecho a la tutela judicial efectiva.
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Segun la resolucidén impugnada no tendria sentido la prosecucidén
de un proceso que habia de terminar con el mismo pronunciamiento
de inadmisién por falta de 1legitimidad, contrariando un
elemental principio de economia procedimental, frente a ello 1la
recurrente entiende que esta decisién prematura 1le habria
producido indefensién al no haberle dado ocasién a la parte de
formular su pretensidén mediante la correspondiente demanda y de
defenderla en el proceso , teniendo derecho a obtener una
resolucién sobre el fondo del asunto, como es la relativa a la
falta de legitimacidén .

En cuanto a la obtencidén de una resolucidén de fondo sobre el
tema de la legitimacidén, la queja de la demandante carece de
base , puesto que ha obtenido del Tribunal Supremo una
resolucién ampliamente fundada en Derecho dque estudia en
profundidad la ausencia de legitimacién activa, y se pronuncia
sobre ella de forma detenida y extensa "de manera que podia
pedirse un examen mds serio si de una . Sentencia se tratara" ,

como apostilla el Ministerio Fiscal.

Ciertamente el momento procesal en el que el Tribunal
Supremo ha declarado la falta de legitimacién de la demandante
de amparo podria no ser el adecuado, al poder cuestionarse si
también en los procedimientos regulados en la Ley 62/78, seria
aplicable el tramite de alegaciones previas previsto en la
Seccidén V, del Capitulo I del Titulo IV de la Ley Reguladora de
la Jurisdiccidén Contencioso-Administrativa, aunque también en
tal caso la resolucidén a adoptar hubiera sido en forma de Auto,
pero tras la formulacién de la demanda. Sin embargo aidn si se
estimara aplicable tal tramite a este tipo de proceso no por
ello habria de aceptarse la infraccién constitucional gque se
denuncia, dado que reiteradamente este Tribunal ha venido
sosteniendo el cardcter material de la nocién de indefensidén de
relevancia constitucional, dgue requiere una privacién o
disminucién sustancial efectiva de las garantias procesales de
las partes . Tal no ha ocurrido en el presente caso en que la
Federacidén sindical recurrente ha tenido ocasién de hacer valer
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su legitimacidén frente a la negacidén que de la misma hizo el
Abogado del Estado a través de las alegaciones que formuléd
cuando se le dié traslado del recurso de stplica interpuesto por
éste, e igualmente al impugnar el Auto de 14 de febrero de 1989
que estimé la impugnacién promovida por el Abogado del Estado.
Ha de excluirse también desde esta perspectiva de 1la
indefensién 1la infraccién del derecho reconocido en el art.
24.1 C.E. .

Sexto.- Constatado que no se ha producido infraccién ni del
articulo 14 ni del 24.1 de la Constitucidén, ha de concluirse, en
consecuencia, que tampoco ha resultado desconocido el art. 28.1
de la norma fundamental, que la recurrente sdélo invoca a
resultas de 1la vulneracién de los derechos fundamentales
reconocidos en aquellos dos preceptos constitucionales, que se
ha rechazado en los fundamentos juridicos precedentes.

Por lo anterior, la Seccién acuerda no admitir a tramite
este recurso de amparo, procediendo al archivo de las
actuaciones.

Madrid, a veintiseis de febrero de mil novecientos noventa.




